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	VISTO Y CONSIDERANDO: 

I.-Que, por Disposición N° 674/09 (ver fs. 24/50) del 30/12/09, la DNCI impuso a Docthos SA una multa de Pesos Cincuenta Mil ($ 50.000) por infracción a los artículos 4 y 37 de la Ley 24.240 y a los incisos a) y g) de la Resolución S.D.C. y D.C. n° 52/2003 (modificada por la Resolución S.C.T n° 26/03), e incisos a) y b) del Anexo I de la Resolución S.C.T. n° 9/2004, ambas reglamentarias del citado art. 37 de la Ley 24.240, al contener los instrumentos denominados "SOLICITUD DE Incorporación A PLANES DOCTHOS" y "REGLAMENTO GENERAL DE CONTRATACION DE DOCTHOS S.A.", las cláusulas, o partes de ellas, que se reseñan seguidamente y que debieron haber sido removidas de dicho instrumento dentro del plazo previsto por las normas citadas: 

REGLAMENTO GENERAL DE CONTRATACION DE DOCTHOS SA NORMAS GENERALES, TERMINOS Y CONDICIONES: ".una vez cumplidos los plazos de espera, tendrá acceso a la utilización de los servicios contratados de acuerdo al Plan elegido."; CONDICIONES DE INGRESO: "Condición esencial": 

".la inexactitud, falacia 0 divergencia con la realidad de la información suministrada por el solicitante en dicha/s declaración/es generar sin más la facultad de resolver el contrato por exclusiva culpa del solicitante o asociado, debiendo tan sólo notificarse en forma fehaciente la voluntad en tal sentido.  Notificada la resolución podrá pedirse la nulidad solo por vía de excepción y/o reconvención."; "Aprobación de la incorporación": ". El presente contrato solo quedará perfeccionado en el momento en que Docthos SA acepte la solicitud de contratación, lo que sucederá cuando: a)Docthos SA así lo comunicare expresamente al solicitante o, b) el solicitante reciba las credenciales definitivas."; "ALCANCES DEL SERVICIO. Carencias y cobertura:. Durante el período de carencia, el asociado podrá utilizar cualquier servicio abonando los aranceles correspondientes, o, en caso de prestaciones obligatorias, utilizando los prestadores exclusivos para la atención de prestaciones del Programa Medico Obligatorio (PMO).En caso de que Docthos SA determine que el solicitante padecía una enfermedad y/o patología secuelar preexistente no consignada en la declaración jurada de ingreso se generara sin mas la facultad de resolver el contrato por exclusiva culpa del solicitante o asociado, debiendo tan sólo notificarse en forma fehaciente la voluntad en tal sentido, quedando Docthos SA facultada para exigir el reintegro de las prestaciones que hubiere efectuado con mas los dafíos y perjuicios que se le hubieren causado.Determinada por la Junta Medica la preexistencia de una enfermedad y/o patología secuelar, el contrato podra ser resuelto de pleno derecho y sin otro requisito que la notificación fehaciente en tal sentido.Prestaciones incorporadas por el Programa Medico Obligatorio (PMO): Las prestaciones incorporadas a la cobertura por imperio de la Resolución 247/96 M.S.A.S., y sus modificatorias y ampliatorias, aplicables a las empresas de Medicina Prepaga por la ley 24.754, serán brindadas a los beneficiarios exclusivamente en los servicios asistenciales y bajo las modalidades que en cada caso determine la Auditoria Médica de Docthos SA, aún cuando los prestadores afectados a dichos servicios no se incluyan en las Cartillas y Guías de Profesionales y Servicios aplicables al plan."; "EXCLUSIONES GENERALES:. Quedan expresamente excluidas de la cobertura que Docthos SA brinda a sus asociados:I).lnvestigación, tratamiento y/o intervenciones quirurgicas para la infertilidad, tales como inseminación artificial o asistida, fertilización in vitro, monitoreo de la ovulación, etc., cualquiera sea su indicación. 

El parto y la atención del/de los recién nacido/s resultantes de las mencionadas prestaciones no cubiertas, así como todo otro gasto derivado de las mismas, no seran cubiertos por Docthos SA; q).Cualquier servicio y/o suministro relacionado con reversión de esterilización masculina o femenina; cualquier tratamiento para transformación sexual, disfixnciones o insuficiencias sexuales; cualquier servicio o suministro proporcionado en relación con el control de la natalidad; v).Gastos extras, dentro o fuera de la internación,. plasma y sangre, factores hematológicos, medios de contraste, peliculas, etc.; x).Cualquier servicio y/o suministro que no estuviere específicamente declarado como beneficio bajo el presente."; "NORMAS GENERALES - Responsabilidad: En razón del sistema de libre elección establecido a favor de los asociados, Docthos SA no se responsabiliza directamente por los daños y perjuicios de la impericia, dolo o culpa, imprudencia o negligencia de los profesionales y centros que libremente requiera o utilice el asociado"; "Inalterabilidad del Equilibrio Contractual:.Consecuencia de lo expuesto es que Docthos SA se obliga a: f).Las cuotas mensuales, aranceles adicionales o complementarios y coseguros deberan ser aumentados por Docthos SA, en los siguientes casos: a) aumento de los gastos administrativos, b) aumento de los costos de prestación del servicio, c) incorporación de servicios, tecnología, prestaciones, medicamentos, prácticas e innovaciones médicas, d) incrementos de impuestos, tasas y servicios, e) incrementos salariales y de honorarios profesionales o asistenciales, y f) aumentos en la tasa de consume con la finalidad de evitar y/o disminuir tales aumentos, Docthos SA podra disponer la inclusión de coseguros; g) .A restablecer el equilibrio de la ecuación económica financiera del contrato, de conformidad con los parametros previstos en el inciso precedente, notificando con no menos de Sesenta (60) días de anticipación al mes en el que se efectivice dicho restablecimiento.El plazo mencionado solo podra ser disminuído en el supuesto de que existan hechos extraordinarios ajenos a la voluntad de las partes, tales como hiperinflaciones, periodos de alta inflación, devaluaciones, emergencias económicas. conmociones interiores o exteriores, etc., que desequilibren la economfa del sector y del contrato; .Periodicidad y Monto de los Aumentos:.Los incrementos de las cuotas mensuales, aranceles adicionales o complementarios y/o coseguros podran realizarse con una periodicidad no inferior a Tres (3) meses. En cada caso, el incremento no podra ser superior al Veinticinco por ciento (25%) de la cuota vigente. No obstante ello, en caso de hiperinflación, incrementos superiores al Veinticinco por ciento (25%) en la paridad cambiaria, aumentos superiores a dicho porcentaje en los rubros mencionados en el inciso f) del Párrafo precedente, y en caso de que se produzca cualquier otro proceso económico extraordinario y ajeno a la voluntad de las parte que desequilibre la ecuación economico/fmanciera existente al tiempo de contratar, Docthos SA quedara facultada a preservar el sistema prestacional mediantc el incremento de las cuotas mensuales, aranceles v/o coseguros."; "RESOLUCION Y NULIDAD DEL CONTRATO:.Docthos S.A. tendra derecho a resolver el contrato en forma automatica y sin necesidad de interpelación judicial o extrajudicial alguna, quedando facultada para exigir al asociado el pago de lo adeudado y los dailos y perjuicios que hubiere causado, en los siguientes casos: .b) Si el asociado o cualquier miembro de su "Grupo Familiar" tuviera una grave inconducta con personal de Docthos SA. y/o cualquiera de sus prestadores; . g) Si el asociado o cualquier miembro de su "Grupo Familiar" requiere innecesariamente los servicios prestados por Docthos S.A., o los requiere para personas no asociadas a Docthos S.A.; . h) Si el asociado o cualquier miembro de su "Grupo Familiar" usa indebidamente.el sistema de prestaciones cerradas y/o reintegros.; i) Si el asociado o cualquier miembro de su "Grupo Familiar" no respetara, en forma reiterada, los turnos solicitados". 

Asimismo, la Disposición DNCI n° 674/2009 tuvo por no convenidas las cláusulas antes transcriptas, conforme lo resuelve el articulo 2° de la Resolución S.D.C. y D.C. N° 53/2003 y sus modificatorias, y ordenó a la empresa sumariada que proceda a su remoción dentro de las 24 horas de su notificación, a la vez que se le otorgó un plazo de 30 dias corridos para notificar dicha remoción a los consumidores con contratos vigentes. también se condenó a Swiss Medical SA a publicar, a su costa, la parte dispositiva del acto sancionador, de conformidad con lo establecido en el art. 47 
de la Ley N° 24.240, debiendo a.creditar dicha publicación en el plazo de cinco días habiles ante la Autoridad de Aplicación, bajo apercibimiento de hacerlo esta a costa del infractor. 

II.-Que, a fs. 102/117 apela Swiss Medical S.A., quien manifiesta ser continuadora de Docthos SA-, recurso que es contestado por la representación letrada del Estado Nacional a fs. 180/192. 

III.-Que, la apelante, primeramente, opone la prescripción de la acción sancionatoria, para lo cual se funda en la aplicación analdgica del art. 67 del Código Penal. 

Luego, plantea la nulidad absoluta e insanable de la Disposición DNCI N° 674/09 por contrariar el procedimiento legal aplicable previsto en el art. 38 del Decreto 1789/94, y por carecer de causa y de motivación. 

En subsidio, aduce que no se habria cometido infracción alguna a los arts. 4 y 37 de la Ley 24.240 ni de sus normas reglamentarias.En tal sentido, sefiala que la Disposición apelada resulta arbitraria y ajena a derecho en tanto mediante aquella se le aplica una sanción aun cuando el art. 

38 del Decreto 1789/94 sólo contempla la posibilidad de sancionar a quien se negare a remover las cláusulas declaradas abusivas; máxime -anade-, cuando no se ha demostrado perjuicio efectivo alguno a los consumidores. También sostiene -por diversas razones que expone en su escrito- que las cláusulas consideradas abusivas no son tales. Se queja de que la Autoridad de Aplicación habría ordenado remover las cláusulas y notificar a los consumidores tal remoción, haciendo caso omiso de que, al contestar su descargo, Docthos SA ofreció la modificación de las cláusulas reputadas abusivas; y agrega que tal remoción le genera un perjuicio grave e irreparable ya que cuestiones elementales del contrato de medicina prepaga quedarian sin la mas minima reglamentación. En forma subsidiaria, se agravia del monto de la multa aplicada, al cual considera irrazonable por despropocionado, a la vez que inmotivado por remitirse la autoridad de Aplicación de manera genérica al art. 49 de la Ley 24.240; todo lo cual derivaria en la manifiesta arbitrariedad in totum de la Disposición apelada. Finalmente, solicita que se deje sin efecto la sanción aplicada por tratarse la Disposición atacada de un acto analogo a una sentencia arbitraria. 

IV.-Que, la representación letrada del Estado Nacional solicita que se declare la inadmisibilidad formal del recurso, por no contener una critica concreta y razonada de la Disposición apelada y por no haber acreditado un gravamen concreto y actual que aquella le habria ocasionado. 

En subsidio, sostiene que el plazo de prescripción se vio interrumpido por la comisión de nuevas infracciones por parte de la apelante (conf. art.50 de la Ley 24,240). Por otro lado, se opone a la nulidad planteada desde que la Disposición recurrida reviste todos los requisites de validez de los actos administrates y se ha cumplido acabadamente con el procedimiento respective Expresa que la recurrente en ningun momento ha acreditado haber modificado las cláusulas consideradas abusivas y que el ofrecimiento de modificación de tales cláusulas deviene conjetural y abstracto y no resulta suficiente para desvirtuar la configuración material de los hechos iniraccionales constatados. 

V.-Que, el Fiscal General dictaminó a fs. 174 a favor de la admisibilidad formal del recurso intentado y a fs. 193/194 en contra del planteo de prescripción de la acción sancionatoria. 

VI.-Que, en primer termino cabe senalar que el Tribunal no ha de seguir a las partes en todas y cada una de sus argumentaciones, sino tan sólo en aquellas que sean conducentes para decidir la cuestión planteada (conf. CSJN, Fallos: 278:271; 291:390; 300:584, entre otros; esta Sala in re: "Albornoz, Carlos Alberto y otros c/ Ministerio de Economia y de Ob. y Serv. Publicos s/ Empleo Publico", sentencia del 4/9/96). 

VII.-Que resulta constante la jurisprudencia que ha reconocido la posibilidad por parte del Poder Ejecutivo de actuar como juez administrative, siempre que contra sus resoluciones se deje expedita la instancia judicial y se de satisfacción al derecho de defensa del infractor (Fallos 205:549). 

Como asimismo, que el control judicial de las resoluciones jurisdiccionales administrates, debe ejercitarse para proscribir la irrazonabilidad y prescindencia abitraria de la ley (Fallos 249:715, entre muchos otros, esta Sala, in re: "Giorno S.A", sentencia del 6-3-96). 

Es que no puede olvidarse que la Corte Suprema, como se destacara, solo ha reconocido la posibilidad de que la administración aplique sanciones, siempre que la ley asi lo autorice y que las decisiones respectivas se encuentren sujetas a "control judicial suficiente" (Fallos 171:366; 193:408; 198:79; 201:428; 207:90 y 165; 502:524; esta Sala, in re: "Carrefour Argentina S.A.c/ Secretaría de Comercio e Inversiones", sentencia del 21-10-98). 

VIII.-Que, el recurso en analisis reune las condiciones minimas exigidas por el art. 265 
del CPCCN que impiden tenerlo por desierto. Por otro lado, la gravosa sanción aplicada a la recurrente constituye prueba suficiente del gravamen concrete y actual que -confomie esgrime el Estado Nacional- debe demostrar la recurrente. Por lo expuesto, debe desecharse el planteo de inadmisibilidad formal intentado por la demandada. 

IX.-Que, la comisión de una nueva infración por parte de Swiss Medical SA (conforme informe obrante a fs. 22) impone atenerse a la clara letra de la norma prevista en el art. 50 de la Ley 24.240 en cuanto a las causales de interrupción allí previstas, y, por ello, debe rechazarse el planteo de la actora sobre la prescripción de la pretensión sancionatoria. 

X.-Que, la apelante plantea la nulidad absoluta de la Disposición sancionatoria n° 674/09 con fundamento en que se encontrara viciada en los elementos constitutivos del acto administrativo), específicamente: el procedimiento, la causa y la motivación. 

X.I. Respecto del mentado vicio en el procedimiento, cabe senalar que la infracción que prevé el art. 38 del Decreto 1798/94 (reglamentario de la Ley 24.240) es por no comunicar fehacientemcnte a los consumidores, ante el emplazamiento de la Autoridad de Aplicación, que las cláusulas convenidas son de las previstas en el art. 37 de la Ley 24.240. De modo tal que en caso de incumplimiento por parte del sujeto emplazado, segun el art. 38 del Decreto 1798/94 se le podrfa aplicar a aquel una sanción de las previstas en el art. 47 
de la Ley 24.240, sin perjuicio de la que pudiera recaer en el sumario que eventualmente se le pudiera instruir por violacion del ait. 37 de la Ley 24.240.- Teniendo en consideración que en las actuaciones administrativas se ha sumariado -y sancionado- a la apelante por violación de la norma prevista en el art.37 de la Ley 24.240 y no por la infracción prevista en el art. 38 del Decreto 1798/94, no se advierte de qué manera la pretendida omisión - alegada por Swiss Medical SA- de la Autoridad de Aplicación pudo haber vulnerado el derecho del debido proceso y la garantía de defensa en juicio o perjudicado de manera alguna a la apelante en el trámite de estos actuados, ya que se trata de infracciones distintas e independientes. 

X.2.Con respecto a la "falta de causa y de motivación" de la Disposición recurrida en cuanto al monto de la multa aplicada, y, por su conducto, a la violación de los derechos al debido proceso y de defensa en juicio de la actora, cabe señalar que sin perjuicio de que en los considerandos siguientes se analizara si la recurrente fue correctamente sancionada o no y si la multa impuesta es razonable en cuanto a su monto, adelanto mi posición en el sentido de que la Disposición se encuentra debidamente fundada en tanto la pena se adecúa a los parametros previstos en el art. 47 inc. b) y a las circunstancias descriptas por el art. 49 de la Ley 24.240, por lo que también cabe rechazar la nulidad articulada en este aspecto. 

XI.- Que, sobre la base de los fundamentos expresados en el considerando X.I., a los que cabe remitirse en honor a la brevedad, también deben desestimarse las tachas de arbitrariedad e ilegalidad formuladas con fundamento en que el art.38 del Decreto 1789/94 solo contempla la posibilidad de sancionar al proveedor cuando óste se niegue a remover las cláusulas declaradas abusivas. 

XII.-Que, la Ley de Defensa del Consumidor y la normativa refercnte a las cláusulas abusivas -y, en particular, a los contratos de medicina prepaga- tienen un caracter eminentemente preventive), tendiente a evitar que mediante cláusulas de aquel tenor previstas en contratos de adhesion se verifique un aprovechamiento de una parte respecto de la otra (por regla, la más fuerte respecto de la mas débil); maxime si se tiene en consideración que las características que reviste la prestación del servicio de salud a la población, aun cuando estuviere en manos de un ente privado, resulta de interna general atento el valor social comprometido. 

Ello implica que en supuestos como el de autos no se requiere un daño concreto en los derechos del consumidor sino que basta con la posibilidad de existencia de tal daño. Como asi también que las normas legales imponen una conducta objetiva que debe ser respetada, bajo apercibimiento de las sanciones que allí estan previstas (conf. esta Sala in re "Jose Saponara y Hnos. S.A. c/ Secretaría de Comercio e Inversiones", sentencia del 25/6/97) y lo cual no obsta al correspondiente reclamo por los daños que los consumidores pudieran haber sufrido concretamente en sus bienes o en su persona. 

Asimismo, es dable dejar sentado que resulta claro que la norma no exige la existencia de un elemento subjetivo específico, determinando una conducta objetiva contraria a los preceptos de la ley, sin que pueda pretenderse la existencia de un tipo penal concreto o la exigencia de dolo o culpa en los términos exigidos por el Derecho Penal (conf. esta Sala in re: "Garbarino S.A.c/ Secretaría de Comercio e Inversiones", sentencia del 15-9-97). 

XIII.-Que, resulta pertinente recordar que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, de la que no cabe apartarse cuando ella es clara, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir del texto legal (Conf. Fallos 312:2078; 315:1256; 330:2286, entre otros); y cuando ella no exige esfuerzo en su hermeneutica debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma (Conf. Fallos 311:1042) (conf. esta Sala in re "Pilisar SA c/ DNCI- DISP 494/08, Expte. 102732/06", sentencia del 1/10/09). 

Lo anteriormente expuesto resulta suficiente para justificar la sanción impuesta por la demandada. En efecto, una simple lectura de las cláusulas respecto de las cuales tratan los presentes actuados permite advertir que son claramente contrarias a las normas previstas en el artículo 37 de la Ley 24.240 y a las Resoluciones S.D.C. y D.C. N° 53/03 (Anexo, incisos a) y g)) y S.C.T. N° 9/04 (Anexo I, incisos a) y b)), y los argumentos expuestos por la apelante en su escrito recursive no alcanzan a desvirtuar las consideraciones efectuadas por la Autoridad de Aplicación para aplicarle la sanción de marras; maxime que se encontraba a su cargo la demostración de la ilegitimidad del acto atacado. 

XIV.-Que, el artículo 37 de la Ley 24.240 establece que se t endran por no convenidas las cláusulas allí mencionadas. En igual sentido lo dispone el art. 2 de la Resolución 53/03 de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor (reglamentaria de la Ley 24.240), a la vez que preve un plazo dentro del cual los proveedores deberan remover dichas cláusulas y notificar a los consumidores dicha remoción y que se tienen por convenidas. Por su parte, el Anexo I de la Resolución 9/04(ref:LEG1595) de la Secretaría de Coordinación Técnica (modificatoria de la Resolución 53/03) enumera las cláusulas consideradas abusivas en los contratos de consumo que tengan por objeto la prestación de servicios de medicina prepaga. 

En definitiva, la Autoridad de Aplicación al ordenar a la actora remover las cláusulas abusivas (conf. art. 2 de la Disposición apelada) no hizo sino cumplir con la normativa vigente en la materia. Ademas, la recurrente no cuestionó la validez de aquel plexo normativo, sino que se limitó a manifestar que habia ofrecido a la Autoridad de Aplicacion modificar las cláusulas consideradas abusivas, cuestión que no se encuentra discutida en las presentes actuaciones. En este ultimo sentido, resulta coherente lo sostenido por la demandada en diversos pasajes del acto de fs. 72/98 (fs. 43 de las actuaciones administrates) en cuanto a ji que mas alia de que la sumariada propuso en su descargo la modificación de las cláusulas cuestionadas, "ello no la exonera de la responsabilidad por la infracción efectivamente verificada". 

XV.-Que, en cuanto a la pretendida irrazonabilidad del monto de la multa aplicada que derivaria -segun la actora- en la nulidad de toda la Disposición, debe seftalarse que es resorte primario del juez de la causa su graduación; principio que solo cede ante una manifiesta arbitrariedad, circunstancia que no se advierte en autos (conf. esta Sala in re: "Panetta, Carmelo c/ Prefectura Naval Argentina. -Disp. DPSJ. JS1 233 A/95") a la luz de la gravedad de la falta cometida, los antecedentes infraccionales de la actora, la posición en el mercado del infractor, el grado de intcncionalidad, la gravedad de los riesgos o de los perjuicios sociales derivados de la infracción y su generalización, la reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho. 

XVI.-Que, finalmente, la obligación de publicar la resolución condenatoria viene impuesta por mandato legal (conf. art. 47, segundo parrafo de la Ley 24.240), y su presupuesto de hecho lo constituye la aplicación de alguna de las sanciones enumeradas en los incisos a) a f) del referido precepto normativo (excepto la de apercibimiento, en cuyo caso la Autoridad de Aplicación se encuentra facultada para dispensar de esa obligación al infractor). 

XVII.-Que, por lo antes expuesto no se advierte la arbitrariedad atribuida por la apelante a la Disposición recunida, por lo que corresponde confirmar la sanción impuesta, con costas a la aclora. 

Regulanse los honorarios de la Dra. Marina Edith Guimpel, letrada apoderada de la parte demandada en la suma de pesos . ($ .) (arg. arts. 6, 7, 9, 14 y ccdtes. de la Ley 21.839 y sus modificatorias). 

Regfstrese, notifiquese y devuelvase. 

Pablo Gallegos Fedriani 

Jorge Federico Alemany 

Guillermo F. Treacy 


